
Efectividad de la tutela judicial en los 
nuevos cauces impugnativos de los 
convenios colectivos 

"ftrsisro: lo verdademe111e nue­
vo de/sentido moderno de la demo­
cracia es que [uncio11a por y para 
los individuos, no para las 
naciones,/os pueblos, los Esrados. 
Desde wr comierrzo, sin embargo, 
surge11 imentos de acwiar entidades 
colectivas más 1wbles, grandiosas y 
}IL~tas que los individuos, es decir, 
más similares a las viejas teocracias 
y aurocracia~ dispuestas. 

Se vilipendia al individuo decla­
rándolo forzosameme inso/idario y 
rapaz, amén de coreo de miras, como 
si las naciones o los imperios fue · 
serr nwdelos de abnegaciórr, desin­
cerés y perspicacia Jriscórica ... 

"Naciones,pueblos,parcidos, Es­
tndos y ocros emes colectivos tien­
den a lriposcasiarse y a convertirse 

en protagonistas a cosza de los in­
dividuos. En lugar de que estos 
gmpos sean imrrumentos al servi­
cio de los fines individuales, exigi­
rán que los individuos so meran sus 
apetencias .. . a las de rafes colcCii­
vos SUPERIORES" . 

"Se crea de este modo una LO­
GIGA DE LA PERTENENCIA, que 
se opone a la PARTICIPACION 
propiamenre dicha. El individuo no 
podrá querer o de proponer lo que 
se le ocurra, sino que ser de tal o 
cual grupo que quiere y propo­
ne" ... 

. .. "es más fácil encomrar bece­
rros de dos cabezas que individuo~· 

que piensan corr la suya sin dejarse 
diccar las razones por su cuadrilla, 
srr barrw o su grupo polírico". 

FERNANDO SAVATER 

AMELIA SANCIIIS VIDAL 
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(').Los lrAbajodores suelen negociar 
los convenios colcctiYOS: a truvés de 
tos sindicatos. Si hay plurnlidad de 
entes sindicales todos los que supe­
ren una e lena rcprcs\:1\UUividad tie­
nen derecho a panicipar en 111 nego­
ciación. 

En nueslra legis lación, y al igual 
queocurreen la mayoría de los paises 
comuntlarios, no e.~ ohligalorio el 
REFERENI)UM del convenio co­
leclivo una vez :1probado el mismo. 
Pero creemos que la inclusión de esta 
posibilidad en nucstroordcnmmicnto 
seria allllmcnte positiva (y lógica) a 
tenor de la s ituación de indefensión 
que tiene el Ira bajador para impugnar 
front.:1.lmcnte un convenio. Recorde­
mos que el R.D.l.040/!.981 uc22 de 
Mayo sobre registro y depósito de 
<:onvcnios colectivos de trabajo cs.ta­
blcce quede todo asiento rcgisrm 1 se 
danl comunicación a las porres que 
intervinieron o podían intervenir en 
la negociación del pacto. Los demás 
sujetos individuales, que cvidcnlc­
mcn[cpuedcn verse lesionrados por la 
enttada en vigor de un convenio. 
quedan al margen del proceso ncgo-­
cia<lor y de sus anotaciones registra les. 
Pero aún hoy más. si llegan a 1encr 
conocimiento del mismo seria por­
que este lc.s a recta negativamente en 
su aplicación. Es obvio que el traba­
j ador no suele leer el Boletín O licia l. 
11unque scrf11 lo con ecto (como lllm­
poco suelen leerse los prospectos de 
los mcdicamcntosquc. '•nosrccetu un 
médico"), unas veces por desidia y 
otiUs por falla de preparación parn 
entender la lcrmino1ogfa jurfdica (o 
médica en el ejemplo propucsro). 

Si el REFERENDUM fu cseobli­
gatorio.loslrabajadorcs lcndrian pleno 
tonocimicnto de l convenio, y adc· 
más quc.darian vinculados directa­
mente al mismo sumtindose a la 
volunwd de la mayoría del "juego 
democrático". [".Sto posiblemente nos 
conducirfa a un mayor conocimiento 
y concic.ncia " individual" por porte 
del colectivo IIabajador. y a una ma­
yor responsabilidad, (exigida y e<i­
giblc) de los rcprcsentanLes sindica­
tes. Sin cmborgo. Ulmbién es cierto 
quecsrasolocióndcl Rf~'f:RENOUM, 
aunque qui>.á fuese lo ideal. no es 
\ 'iablc, ni a corto ni a medio plnlO. 
alenclicndo u la realidad social y eco­
nómica del momento, pero no por 
ello debiera perderse lolalmcnlc de 
vista como una solución a las situa-
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l. INTRODUCCIÓN 

La nueva Ley de Procedimiento 
Laboral de 27 de Abril de 1.990 en su 
Tftulo Il del libro 11, regula las vfasde 
impugnación de los convenios colec­
tivos. 

En el capflu lo 7~ (ans. 145 a 149) se 
encuentra el procedimicmo de oficio. 
En el capftu lo 8º (ans. 150 a 159) están 
comprendidos los procesos de con nie­
tos colectivos y en el capftulo 9, (ans. 
160 a 163) los procesos de impugnación 
de los convenios colectivos y fina l­
mente, es en el art 102 donde se da la 
posibilidad de acudir al procedimicmo 
ord inario. 

La mayoría de las condiciones de 
trabajo suelen rcgularse por medio de 
los convenios colccJivos pero, gran 
parte de los tra bajadores no suelen 
conocer realmente la trascendencia de 
ese hecho, lo que acaece cuando el 
contenido de dichas normas les afecta 
ncgali vamenle. Ante esta posible reac­
ción individual , que debiera canal izarse 
por un procedim icnto específico, se 
encuentran con un panorama legislali­
vo poco clari ficador que "roza /a fron­
tera" de la inconslitucionalidad a le­
nor del an. 24 .1 de la Constitución 
(desde ahora C.E.). 

En principio, el convenio goza de 
una presunción de validez y eficacia, 

de ahf. que su impugnación suela con­
siderarse como un supuesto excepcio­
nal. Exccpcionalidad que se acreciema 
cuando es ellrabajador, considerado a 
lítulo individual quien lo promueve 
por las dos razones apuntadas: la falla 
de conocimiento de la existencia del 
convenio colectivo, pese a la disposi­
ción legal de la lcc1ura de los Bolelines 
Oficiales, y el "desliz" lcgislalivo, en 
pro de una colectividad sin conciencia 
por lanlo sin responsabilidad, al no 
conremplar clar.rmenle que los lraba­
jadores, individualmcme considerados, 
puedan "reaccionar" conlra el mismo. 

IL CONSIDERACIONES 

PREVIAS ACERCA DEL 

CONVENIO COLECTIVO 

El convenio es un paclo, un acuer­
do donde concurren dos o mas volun­
tades "co/ecli~as". Pero és1a, es una 
definición demasiado amplia. Por ello, 
y para poder llegar a un conccp1o léc­
nico de convenio colcc1ivo, debemos 
contar al menos con clcmenlos tales 
como plural idad sindical (1). disposi­
ción por pane del colectivo empresa­
rial (2) e intervención por pane de la 
autoridad laboral. 

Un convenio colectivo contiene ge­
neralmeme las condiciones de lrabajo 
(la más imponame es la fijación del 
salario) y las relaciones emrc el colec­
tivo trabajador y el empresarial . Cuamo 
mayor sea el convcncimiemo de la 
necesidad del convenio colectivo más 
extensión abarcará su contenido y mayor 
será la eslabilidad que consiga cmre 
ambos colCCiivos históricamcnle en­
frentados. 

Con ello se pretende concebir el 
convenio como un "tratado de paz". 
un acuerdo entre caballeros más que 
como un "impás" dcnlro de una rela­
ción bcligerame. 

Según las condiciones en las que se 
realice el convenio coleclivo podrá 



tener eficacia general, con un valor 
nonnativo "erga omnes", o eficacia 
limitada, para aquellos que estuviesen 
representados en la negociación. {1) 

El convenio ha de presentarse a 
efectos de registro, depósito y publica­
ción ante la autoridad laboral y que­
dando ésta obligada, si el convenio 
presenta irregularidades procc­
dimemales o materiales, a dirigirse de 
oficio ante la jurisdicción competente 
(<).Efectúa un control de legalidad del 
convenio colectivo subsanando l as 
supuestas anomalfas del mismo (art. 
90.5 L.E.T.) . Se entiende que, si la 
autoridad laboral registra un convenio 
no puede impugnarlo posterionnente 
pues nos encontraríamos ame una si­
tuaciónsemej<mtede inte!Yención propia 
del régimen de ime!Ycncionismo esta­
tal anterior a la Consti tución 
(hcteronomfa). La posibilidad formu­
lada por la L.P.L. de 1.990 a que ac­
túen directamente las partes una vez 
registrado el convenio, limita en el 
tiempo la acción administrativa. Sin 
embargo ello no obsta para que los 
paniculares interesados insten a la au­
toridad laboral a iniciar el proceso de 
conflicto colectivo (an. 155 L. P. L.) 

IIL EvoLUCIÓN 

HISTÓRICA DE LA 

LEGISLACIÓN SOBRE EL 

CONVENIO COLECTIVO 

Dos parámetros hay que tener en 
cuenta cuando se estudia la evolución 
legislativa: el sistema polftico y las 
circunstancias socio-económicas. 

Tcnninada la guerra civi l e implan­
tada la dictadura, se produce una fu ene 
ordenación estatal en todos los ámbi­
tos encaminada a la consecución de un 
sistema autárquico en nuestro país de­
bido al ostracismo nacional y al aisla­
miento internacional (s). 

Esas circunstancias hicieron des-

ccndcr la producción, y como un me­
dio indirecto para incentivarla se pro­
mulga en 1.958 la primera ley de con­
venios colectivos (6

) para conseguir, 
una mavor "democratización" en las 
rclacior~es laborales, mejoras salaria­
les y un aumento de la productividad. 
Si no se llegaba con cnsual mente al 
convcnio,cl Estado imponfa una ''nor­
ma de obligado cumplimienro" 
sustitutiva del mismo. 

En 1.973. coincidiendo con un pe­
riodo de mayor prosperidad económi­
ca, se promulga una nueva ley de con­
venios colectivos que flexibilizaría la 
anterior pero sin aí'ladir cambios sus­
tanciales en las condiciones del proce­
so negociador ('). 

Con la transición polft ica se aprue­
bacl D.L.R.T. 1.977 donde se aponan 
modificaciones sustanciales. Las más 
significativas con respecto a la situa­
ciónamcriorscrfan el derecho a huelga 
y las nuevas relaciones entre ordenan­
zas laborales y reglamentaciones con 
respecto de los convenios. 

Pcrocvidcmcmcnte, es en la demo­
cracia cuando aparecen los cambios 
más significativos en lo que respecta a 
la regulación de los convenios. La 
C.E: de 1.978 en su an. 37.1 consagra 
el derecho a la negociación colectiva y 
la fuer1.a vmculante de los convenios, 
e igualmente en su an. 24.1 el derecho 
a la tutela judicial efectiva (de la que 
nos ocuparemos más adelante). A par­
tir de nuestra Cana Magna se produce 
un desarrollo legislativo en materia 
soc ial que intenta primar el interés 
colectivo frente al individual y el inte­
rés general por encima de cualquier 
otro, viéndose en peligro porel"cfecto 
rodillo" que ejerce la mayoría, los 
propios intereses individuales y l a 
impotencia de éstos últimos para ac­
tuar sin representantes ni asociacio­
nes. Se ha pasado de potenciar el 
asociacionismo y la solidaridad (mu­
chas vece~ convenida en corporativis­
mo) como medio idóneo de presión 
para consegui r reivindicaciones, a la 
casi absoluta falta de consideración a 

ciones de indefensión en qucpud1cra 
verse el colectivo de trabajadores . 

(') . S.T.C.T . 29 de mano 1.989 don­
de respecro a la legitimación disrin­
guc: legitimación mtcr\'inicntc (a.rt. 
89 L.E.T.). Icgllimacióndclibcrndora 
(art. 88.1 L. E. T.) y le¡;itimación 
decisoria (an . 89 L.E.T.). CfT. ram­
hié n la S.T.C .T. 25 Enero de 1.989. 

(J). Cuando un convenio colectivo se 
negocia al margen de la L.E.T. (fal­
lando e l requisiro de la legitimación 
o no siguiendo los rrómitcs le¡;a l­
mcnte c.•rablccidos) nos encontra­
mos ante un pacto colectivo extn· 
csrarur.a.rio. La principal diferencia 
con respecto de los csta ru tarios n:s i­
dcen su eficacia lilmtada, aplicándo· 
se sólo a los tr.lba¡adorcs que fueron 
rcpn:scnr.ados por los SUJCIOspxramcs. 
Por contr.1 el convenio colectivo 
estatutario es de aplicación dir<:ct.a e 
innlcd iata. y tiene natumlcza nonna· 
ti va y eficacia personal general (an 
82.3 L.E.T). Sin cmbMgo, la ley omirc 
hablar de la cfic:tcia nonnativa o 
conttacm:ll del convemo colectivo 
cxtrn-cstatutnrio. Aunque algún scc· 
ror doctrinal como M11rúncz Empe­
rador. se decanta por su na.turalc7A 
contracmal )f eficacia inmediata (en 
detrimcnro de l control de legalidad). 
Según el arl. 160.1 L.P.L. el pacLo 
colectivo ex tr:1-c.sL1tu ratio queda. fu era 
del ámbirodcl proccdimientod<>ofi­
cio. Así. Ja impugnación eJe un con­
venio colectivo ""de los regulados" en 
el Título 111 de l Estarutodclos'J'raba­
jadorcs por considerar queconculc.1 
la legalidad vigente o lesiona ¡;ravc'­
mente el interés de terceros. No ocn· 
rrc lo mismo si la vía. es la del con nie­
lo colectivo, a ~av~s de la cual pue­
den impugnursc los convenios colee· 
tivos estatutarios y los extra· 
esrarmarios (según se desprende del 
art. 162.1 L.P.L.) 

Cfr. en cuanto a la val idcz del 
aclo privado la S.T.C.T 20 de Di­
ciembre de 1.980 y S.T.C.T. 25 de 
Mayo 1.984 sobre la validez dcl acro 
privado. Reiteradamente la jurispru­
dencia ha negado la posibil idad de 
impugnar un convenio colcclivo ex· 
tia-estatutario por 111 vía de oficio. 
En cuanto a la eficacia del pacto 
colee ti vo irregu llll' (ex rra-esraturario) 
cfr. S.T.C.T. 11 Enero 1.989. 

Cfr. igualmente a Vald~ Dal­
Rc. F.:"Configurnción y eficacia de 

69 



los convenios colectivos c:xua­
cstatutarios". Madrid,ACARL. 1.988. 

('). El art. 2 m de la nueva LP.L. 
llSigna expresamente el conocimicn· 
10 sobre la impugnación de com·c­
nios colccLivos alordcn social de la 
Jurisdicción. 

(').Como seilala Alem~n Pácz: ... "No 
hay que olvidur que si la potestad 
normativa rcsidiacxclusivamcntccn 
manos del f,¡~.ado (S. T. S. 24 dic iem­
bre 1964) era impensable reconocer. 
desde una pciSpecliva esiTiciAmcnte 
legal. unapolcstad aulorcguladora a 
los interlocutores sociales. de ahí 
que la nexibilimción de éste pammciTO 
no podría enfocarse sin una fu erte 
prcscncill administrativa a lo largo de 
todo e l procedimiento", en Rclacio­
nesLabom!esn• 1J y i 2.1.98K.pág.l l. 

(") . Aicmán P<Icz. op.c it.pág.l4.Sc 
comprueba el intervencionismo ad­
minist:rativo en todo el procc:>o ncgu· 
ciador. 

(') . Para un estudio m:ís profundo 
sobre la ley de 1.973 en re lación con 
este lema cfr. Alemán Pácz. op. cit.. 

('). A Ion so Olea. M " Sobre los proce­
so s declarativos y las sentencias 
declarativas y normativas" en B. 
F.D.U .. Coimbra 1.989. Separata del 
vol. LXV. 

(').Como sc~ala Gon,.:l lcz Velasco, 
"Si el proceso del arl. 136de laL.P.L. 
prctcndcconstiluine en un mccanis· 
mo promotor de la defensa de la 
legalidad. no puede actuar rcductiva 
ni rcgrcsivamcnlc. limiUUJdo el con~ 
1cr1ido del derecho de acudir a los 
Tribunales". En " El control directo 
de la legalidad de los convenios co­
lectivos". en comentruiosa la L.P.L .. 
l .E.S. Madrid 1.981. 

De esta fonna, la nnela judicial 
e fectiva (arl . 24. 1 C.E.) quedaba in-
vrw·'llld:t.o~tT'l11hTi"n1 f'111c: VÍ'lC:,fH'(YI'ca ­

lcs que supliesen las defic iencias del 
arl . 136 de la L.P.L. 1.980. éstas 
serian: el proceso del connictocolec­
Livo y el procedimiento o rd;nario. 

( 10) . En la exposición de mo tivos la 
L.B.P.L. ya queda reseñada su rlll.Ón 
de ser: ··adecuar el proceso labora l a 
In nucvn csl1Uclllrn j udicial, que la 
L.O.P .J. disci\oday la Ley de De mar-
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la persona como ente individual. 

En 1.980el Es1mutode los Trabaja­
dores (l...E.T.) en su Tftulo l1l ''De la 
negociación y de los Convenios Co­
lectivos" (arls. 82 a 92) intenta regular 
la materia, en mi opinión, con poco 
acierto. Excluye a los convenios co­
lectivos normativos de eficacia pcr;o­
nal limitada (apartándose del modelo 
generalmente seguido en los pafscs de 
la C.E.E.) forzando a una intrincada 
configuración al margen de la L.E.T. 
de los convenios colectivos, por ello 
llamados, "extra-estaw rarios". La re­
dacción de estos artfculos. pobre y 
limitada, ha obligado a la doctrina a 
hablar de "redacciórr infame" (1) . 

Buen ejemplo de ello es el ar1. 90.5 
L.E.T., donde se regula la im pugnación 
a través de la autoridad laboral (desa­
rrollada en el an. 136 de la L.P.L. 
1.980). Quedaba fue ra del ámbito de 
es1e control, los convenios colectivos 
extraestalutarios y la defensa de dere­
chos e intereses de sujetos singular­
mente considerados (9

). 

Más recientemente, la Ley de Ba­
ses del Procedí m icnto Laboral de 1.989 
(desde ahora L.B.P.L.) diseña aspec­
tos adjetivos del rég imen jurídico de la 
impugnación de los Convenios. Según 
BORRAJO DACRUZ dfcho régimen 
se sintcliza de la siguiente fo rma: 

- La competencia se atribuye a te­
nor a lo establecido en la base 29

. 2 
c. de la Ley Orgánica del Poder 
Juc1i cial (desde ahora L.O.P.J .). 

- Se contemplan reglas especiales 
de legitimación (Base 69 . 3). 

-Se establece una conciliación pre­
vi a. recogida en las Bases 14.2 y 
15.2. 

- La L.B.P.L. configura expresa­
mente dos vras procesales: 

-.el proccdimientodeoficio(Base 
269) en lfnea con el an. 136 
L.P.L. 1.980. 
-.el procedimiento del con nieto 

colcelivo (Base 28), empleado 
por la jurisprudencia queda aho­
ra legalizado expresamente. 

La Base deja sin regulación: 
-la legitimación requerida para im­
pugnar dircclamente un convenio 
colectivo no por ilegalidad, sino 
por lcsividad. 
- la situación o configuración jurf­
dica del "tercero". 
- la posibilidad de que se impugne 
indirectameme el convenio colecli­
vo, contra sus actos de aplicación.('!>) 

Hoy en dfa, la regulación del proce­
dimiento laboral está contcnidad en el 
R.O. legisla!ivo 521/1.990 de 24 de 
Abri l. Es esta nueva L.P.L. a la que 
vamos a referimos a continuación. 

IV. V ÍAS ACTUALES DE 

IMPUGNACTÓN 

Existe una primacía de la Ley sobre 
el convenio colectivo debiéndose co­
rregir lo pactado inadecuadamente por 
diferentes vras (11), aunque la jurispru­
dencia matiza cada vez más la aplica­
ción del art. 3.5 y 85 del L.E.T.(I') 
dándole mayor valor al convenio co­
lectivo siempre que no se impugnen 
por la vra del an. 90.5 del L.E.T .. La 
sentencia que provoque la nulidad par­
cial de un convenio "desdibuja" la vra 
del consenso que subyace detrás de 
todo paclo colectivo (y la cesión real 
por ambas panes) creando, ame unas 
rl i ffrilcs n~.Jlor i acionr.s. "rrisl){trinnd' 
no siempre superables. Para no incu­
rrir en es1as situaciones se incluyen en 
el mismo, cláusulas de "vinculación a 
la totalidcuf' de lo establecido. evitan­
do asr la nulidad de tales cláusulas. 
Pero como apuntaba el T.C.T. (S .T. C. T. 
de 21 de Diciembre de 1.988) ante una 
impugnación tienen escasa virtualidad. 

Se desprende también unaelara pri­
mada del interés colectivo sobre los 
intereses del trabajador, no habiendo 
posibilidad de impugnación, tal como 
ha quedado nueSJra legislación, de im-



pugnar un convenio colectivo por par­
le de los parti culares. 

Con la L. P. L. de 1.980 las vlas de 
impugnación establecidas. legal y 
jurisprudencialmente, eran tres: 

- el procedimiento de oficio (art. 
90.5 E.T. y 136 L.P.L.). 
- la vla del conflicto colectivo 
(R.D.L.R.T.yarts. l44a 150L.P.L.). 
- el procedimiento ordinario (tam­
biénllamado"innominado"art. 1.7 
L.P.L.). 

El T.C.T. en su sentencia de 20 de 
Mayo de 1.983 estableció la doctrina 
que conclufa con las tres vlas procesa­
les anteriores. Esta linea doctrinal que 
rellenaba los vados legales se podfa 
calificar de judicialista. Ante ese pa­
norama BORRAJO y otros autores se 
preguntaron: ... "¿Cómo se hará frente 
a la carga de trabajo cellluplicada que 
para los tribunales se deriva de esa 
legislación laboral? ¿Cuánto tiempo 
podrá esperar 1111 peque1ío mediano 
empresario para aplicar el convenio 
discutido, estando sometido a la pre­
sión constante de su personal?". A 
estas cuestiones trató de responder el 
art. 136 L.P.L. de 1.980 con un proce­
dimiento especial para la impugnación 
de un convenio colectivo pero como se 
operaba "si11 base legal suficiente" la 
regla resultante fue insatisfactoria y 
dejó la mayoria de los problemas, fue­
ra del ámbito del control judicial (1'). 

Tras la promulgación en 1.990 de la 
nueva L.P.L. el panorama cambia sen­
siblemente. El Titulo li "Dc las moda­
lidades procesales" contiene en su art. 
102 una regla general: "En todo toque 
no esté expresamente previsto en el 
presente título, regirán las disposicio­
nes establecidas para el procedimien­
to ordinario". 

El procedimiento de los conflictos 
colectivos se recoge en los arts. 150 a 
159, los procesos de impugnación de 
convenio colectivo en arts. 160 a 163. 
Uno y otro régimen quedan configura­
dos de forma independiente de los 

llamados "procedimiemos de oficio" 
regulados en arts. 145 a 149. 

Así pues. del procedimiento de ofi­
cio pasamos a los "procedimientos" de 
oficio; la vfa del con nieto colectivo se 
potencia indirectamente al desapare­
cer el " innominado" en ese texto legal. 
En la práctica, y como veremos en 
algunas sentencias, sigue abierta la vla 
del procedim iento ordinario para no 
incurri r en infracción del art. 24 .1 C. E. 

En principio, la configuración le­
gal de cada vía de impugnación ha de 
responder a unos detenn inados supues­
tos, ya que se recoge legalmente la 
repetida doctrina jurisprudencia! pos­
tulada en la S.T.c:r. de 1.983. Sin 
embargo ello no ocurre siempre asf, 
pudiéndose canalizar la impugnación 
por más de una vfa (14), evitando la 
insuficiencia de estos procesos parJ 
garantizar el derecho a la tutela judi­
cial efectiva. 

A.- P ROCEDIMI ENTO DE OFICIO 

Se encuentra regulado en el art. 
90.5 de la L.E.T. a cuyo tenor se legi­
tima a la autoridad laboral (1s) para 
incoar el procedimiento de oficio si el 
convenio infringe la legalidad vigente 
o lesiona gravemente los intereses de 
terceros. 

Según el art. 160. 1 de L.P.L. de 
1.990, este proceso sólo se a pi ica a los 
convenios colectivos estatutarios. La 
autoridad laboral lo puede ini ciar de 
dos fonnas, siempre que el convenio 
no se haya registrado (16): 

l. De fonna espontánea: por inicia­
tiva pro pia de la autoridad laboral 
mediante comunicación ante el Juz­
gado o Sala compctcme ('"). 

2. De fonna inducida: mediame de­
nuncia de los interesados ante la 
misma autoridad laboral. Sin em­
bargo. según la L.P.L. hay cierto 
grado de incertidumbre en la con­
cepción de los interesados, consi-

e ación y P lan1a J udicinl concrelll 
y desarrol la. facilitar a Jos 
ju<ticiablcs el disfrute u e su de­
recho a recabar la tutela judicial 
d cctivacn términos acordes con 
los imperativos constitucionales 
y ajusLar la legislación procesal a 
los requerimientos provinicmes 
de la legislación suslantiva, la­
boral y sindical". 

1 l3gamos un breve recorrido 
históricodelatransformaciónpro­
ducida dentro de la compclencia 
jurisdiccional: el Decreto de 13 
de Mayo de 1.938 a tri bufa a las 
Ma¡:istrruuras de Tmbojo la ju­
risdicción espcciol en el ámbito 
labor> l. La ley de 24 de Abril de 
1.958 y el Decreto de 24 de Julio 
rcconducfan la cuestión a la ju· 
risdicción ordinaria. mediante la 
fase de control ejercido por lo 
corrcspond1cnlc sala del T.S. en 
oquellos asomos que fuc.<e com­
petente "ratione mnteriac''. Ln 
mediatización que podía 
pcrcibirsc del Ejeculivo por la 
vinculación de las Mngismuuras 
del Ministerio de 1'rabajo empe-
71lasermc.norcon la nueva. regu. 
!ación del proccdinticn lo laboral 
(Decrelo 2.381/ 1.973 de 17 de 
Agosto). Sin c1111Jargo. el aulén­
lico cambio realizado con el Tex­
to Refundido aprobado por R.O. 
legislativo 1.568/1.980 de 13 de 
Junio ha quedado hoy derogado 
por el R.D.legislativo52 1/1.990 
de 27 de A bri l. 

( 11). Esto supone una Jimiu•ción 
nl derecho de ncgociución colee· 
¡iva del :ll'L 37 C.E. con h:L<c en 
e l interés general (ort.40.1 y 131 
C.E.). Al encontrarnos ante un 
pacto con cesiones por 1t01b:ls 
partes ycircunstanctnscconómi­
cas criucas, a veces no se puede 
seguir de mancm fiel los requisi­
tos legalmente eswblccidos. 

(''). El an. 3.5 de la L.E.T . dice: 
"Los trabajadores no podrán dis­
panél válidamcnle, antes o des­
pués de su adquisición, los dc.re­
chos que tengan reconocidos por 
disposiciones legales de derecho 
ucccsurio.Tumpoco podrán dis­
poner vAlidamente de los dere­
c hos reconocidos como indis­
ponibles po r e l c onvenio 
colecth·o" .Mati.J.n el contenido 
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del art. 85.1 del mismo tc<to legal: 
"Dentro del respeto a las leyes, lo> 
convenios colectivo< podrán regular 
materias de índole e.:onómic• . labo­
ral. sindtcal y amtcnctal. y. en gene 
nl.cuanwotras afecten a las ~-omlt­
ciones de empleo ... " 

(").En el mismo sentido la S.T.C.T . 
3 Mayo 1989 exphca los cauces pant 
la impugnación del convcniocolecll· 
vo: la vlacspcdlicadclarL 136L.P.I_, 
la del proceso del conflicto colecuvo 
y el cauce del proceso ordinario. Di­
cha sentencia opta por emplear crhe­
rios de n gtdcal aceptar la vía clcgt­
da para la impugnación. 

Pam un estudio m:ls profundo 
sobre la impugnación t.lcl convenio 
co1ectivoatcnordc la L.P.L.dc 1980 
cfr. e l estudio reali7J>do por Alcmiln 
Páez. op. cit.. p:lgs. 9 34 y 28-42. 

("). Y c<lmo apunta Alemán Páet. . 
estos problcmos "carecen de consi­
deración pac([iea en la doctrina y en 
la¡un>'Jlrudcncia". 

('').K< importante tomaren conside­
rnción el 4mbtto tenitorial del con ' 'e· 
nio cuando éste se impugna: 

a) Si es superior o iguaL' una 
Comunidad Autónonu sería compe­
tcntecl Orgnnoautonómico espccta­
lizado, según marquen los Es tatutos 
de cada C .A. y lascnmpctench.< trans­
Ccridas a las mismas o quienes se 
encarguen de ejercer lo autoridad la­
boral. T•mbifn se encargar:! la C.A. 
de osignar lns compctcncins a nh,ol 
provinciul o intcrprovincinl. 

b) Si es supra-autonómico: Mi­
nisterio de Trabajo y Seguridad So­
cial. en la Dirección General de Tra­
bajo. 

('').Cfr. MontcroAroca. J.: "El pro­
ceso laboral" l!OSCII, BARCELO­
NA 1981. No es odmisible por un 
elcmcntnl cr iterio de scgurid•d juri­
dica que. registrado el convenio. In 
_..ltn,.\tt.A 1ahnul manl,.f\S\tll 1~ ,f\01:.; 

bilidnd de incoar un proceso. 
Una vet registrado. las partes 

pueden actuar directamente. Con., 
expone Bomjo. se rcfucr7.a asf el 
criterio limiunivo en el tiempo de la 
acción administrnlÍ\'U. 

("). Cfr. nota (') en lo referente ol 
orden jurisdiccional. En cuanto a la 
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dcrando como tales a los siguientes 
sujetos: 

2. L los representantes legales de 
los trabajadores. emendiendo por 
éstos, como apunta BORRAJO 
DACRUZ. a los Comités de cm­
presa y Delegados de Per.;onal (1'). 

2.2. los representantes sindicales 
de los trabajadores: creernos que 
se refiere a los sindica10s Iegal­
meme constituidos sin entrar en 
su rcprcsentatividad. 

2.3. los empresarios; tanto las 
asociaciones legalmeme consti­
tuidas como los empresarios sin­
gulares. 

2.4. y fi nalmente los terceros le­
sionados: hayquedecir:ll respec­
to que csla ley no es tan 
"aperrurista" como para dar la 
posibil idad a un 1crcero no lesio­
nado de denunciar un convenio 
colectivo ante la au10ridad labo­
ral, oscureciendo en cierta forma 
el principio de segu ridad jurfdica 
consagrado en el texto constilll· 
cional (art. 9. 1 C. E.). Es cvidcllle 
pues, que el art . 162. l .b. L.P.L. 
restringe la legit imación en la 
conceptuación de lo que ha de 
entenderse cnmo tercero lesiona­
do. 

Por ello, creo que la interpretación 
del art. l60 de la L.P.L. debe hacerse 
con crilcrios amplios y flexibles pard 
.nn<ihilitar la im_mumación del conve­
nio al mayor número de sujetos, cuan­
do soslcngan la ilegalidad o lcsividad 
del mismo ya sea a tflulo individual o 
colcc!ivo. Se trata pues. de que no sea 
la autoridad laboral quien 1enga el 
monopolio de la impugnaeión(art. 90.5 
L.E.T .) como sucedía con la L.P.L. de 
1.980 (art. 136). sino que dicha activi­
dad pueda ser ejercida por di fcrcnles 
sujetos para evitar situaciones de 
indefensión (an 24 de la C. E.) (19). 

Al margen de este procedimiento 
de oficio. de lrámile previo y nccesa-

rio. y hasta que no se registre el conve­
nio, se puede impugnar este úllimo 
solici1ando la nulidad total o parcial 
del mismo a uavés de otros procesos 
como el de connictos colectivos. Ello 
sucederfa bien cuando la autoridad no 
conteslase la demanda realizada por 
los legitimados en el plazo es!ablecido 
(JO¡, bien cuando la desestimase, o bien 
cuando el convenio colec1ivo se hubie­
se registrado. 

B.- EL PROCESO DE CONFLICI'OS 

COgE~h~5J~mplear esta vfa cuando 
un convenio afecle a los intereses ge­
nerales de un colectivo de 1rabajadores 
( 21 ) o si se cuestiona la aplicación o 
interpretación del mismo. 

Es imponante que se haya produci­
do el regislro del convenio colectivo si 
este es de naturaleza estatutaria . Si el 
convenio colectivo es extraeslalutario, 
al ser potestativo su registro, puede 
impugnarsc por esta vfa desde un prin­
cipio y sin necesidad deltrámile pre­
vio del procedimiento de oficio (ll). 

El proceso podrá iniciarse de dos 
fo rmas diferentes, siendo decisiva la 
legitimación pant acceder a una u otra, 
asf como el imento de conciliación 
previo. si procede, ame la autoridad 
laboral (23

) : 

l. bien dircctamemc, mcdiame de­
manda dirigida al juzgado o tribu­
nal COll\llCICme oor la nane l(!J!ili­
mada, según se invoque 
ILEGALIDAD o LESIVIDAD del 
convenio ('-'). 
2. bien indirewuneme, mediante 
comunicación de la aumridad labo­
ral a ins!ancia de quien pueda ser 
demandante directo.(l5). 

As( pues, los represcmantes de los 
trabajadores o empresarios afectados 
por el convenio colectivo, son quienes 
podrán sostener la impugnación tamo 
si el conven io es estatulario o 
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extraestatutario. Los terceros lesiona­
dos, sólo podrán invocardirectamcme 
su derecho ante la autoridad laboral, si 
el convenio aún no ha sido registrado. 
Pero, si estuviese registrado el proceso 
del conflicto colectivo queda vedado a 
la acción directa de posibles terceros 
perjudicados. 

Si las panes del proceso lograsen 
llegar a una solución durante la trami­
tación del conflicto colectivo, sea cual 
sea el momento en que se encuentre, se 
procederá al archivo de las actuacio­
nes (an. 159 de la L.P.L.). 

Cualquiera que sea el tipo de proce­
so a seguir, el Ministerio Fiscal siempre 
será parte en la impugnación de un 
convenio colectivo. En los casos en que 
el proceso se origine por comunicación 
de la autoridad laboral y no hubiera 
denunciante, será citado a j uicio el Abo­
gado del Estado. 

A tenor de lo dispuesto en la L. P. L. 
de 1.990, ante una impugnación de un 
convenio colectivo se cuenta con la 
posibilidad de impugnación directa por 
la vía de oficio y también para la del 
conflicto colectivo, abarcando a la au­
toridad laboral y representantes de los 
trabajadores y los empresarios (26). 

No hay prevista la posibilidad de 
impugnación directa ni indirecta por 
part.cdel trabajadoren la nueva L.P.L.r 1). 

V. LA TUTELA JUDICIAL 

EFECTIVA 

A.- CONSIDERACIONES 

GENERALES 

El an. 24. 1 C. E. recoge como dere­
cho fundamental la tutela judicial efec­
tiva incluyéndolo en la sección !•capí­
tulo 2°tftulo J•: A su tenor "10das las 
personas tienen derecho a obtener la 
m cela efectiva de los jueces y tribuna­
le,¡ en el ejercicio de sus derechos e 
imere.1e.1 /egílimo.1, sin que, en ningiÍn 
caso, pueda prod11cirse indefensión". 

Como hemos podido comprobar la 
nueva L.P.L. tiene un marcado carác­
ter restrictivo en cuanto a la posibili­
dad de impugnaciones directas de un 
convenio colectivo. dejando al indivi­
duo a merced de actuación de la auto­
ridad laboral y de la representación 
colectiva. 

La vía procesal abicna para que un 
sujeto singular impugnen un conve­
nio, es el proceso ordinario (an. r 02 
L.P.L.). Pero se tratad e una impugnación 
indirecta del pacto colectivo cuando 
haya sufr ido lesiones en sus intereses 
indiv iduales, postu lando así la 
inaplicación de la cláusula o cláusulas 
que le afecten negativamente. La sen­
tencia, en el mejor de los casos, podrá 
tener una eficacia personal , limitada. 
pero no declarará la nulidad total o 
parcial del convenio. 

Se podrfa decir, como explica MO­
RE '0 CATEN A, que en la tutela ju­
dic ial efec ti va hay tres cfrculos 
concéntricos: 

- Derecho a la jurisdicción o libre 
acceso a los tribunales. 
-Derecho a una sentencia de fondo. 
-Derecho a una sentencia de fondo 
de contenido concreto. 

Así pues, para obtener dicha tutela 
el sujeLO o sujetos que la pretendan, 
deben reunir una serie de requisitos 
que les hagan idóneos procesalmente: 

- Accionalidad. 
-Legitimación (activa o pasiva). 
- Existencia de "causa petendi", 
fundada en hechos concretos 
subsumiblcs en nonnas jurídicas 
concretas que protegen al actor. 

El art. 44.1 b de la Ley Orgánica del 
Tribunal Conslitucional (L.O.T.C.),exi­
ge como requisito para el amparo con­
tra actos u omisiones de los órganos 
judiciales que la violación sea imputa­
ble de modo di recto e inmediato a 
ellos, pero "con independencia de los 
hechos que dieron lugar al proceso en 
que aquéllas se produjeron, acerca de 

competencia funcional la Ley Org§­
nica 6/1985 del Poder Judicia l 
(L.O.l'.l.) establece la estructura del 
orden jurisdiccional de Trnbajo: 

1.-J uzgados de lo Social: ámbito 
provincu\1 y excepcionalmente 
interprovinclal. 

2.- Salas de lo Social de los T. 
Superiores de Justicía: ámbho de 
C.C.A.A. 

3.- Sala de lo Social de la AU· 
lhcncia Nacional: ámbito nilcionnl. 

4.- Sala cuarta, de lo soci3l, de l 
T.S.: ámbito nacional, órgano supe­
rior de este oro.len. 

La ley 3811988 de Demarcación 
y planta judicial concrelun las ca m .. 
petcncias marcados por la L.O.P J. 
El R. D. 122/1989 acuerda las medi­
das para la e fectividad de la p lanla 
judicial. Por acuerdo de 17 dcFoore­
rode 1989 se constituyen las salas de 
lo social de la A.N. y el T.S J. de 
Madnd. 

El arL 95. de laL.O.P.J . dispone 
que los Juzgados y Tribunolc.< del 
orden JUrisdiccional soclal conoce­
rán de las prelcnsioncs t¡uc se pro 
muevan tanto en connictos indivi­
duales como colectivos. 

(''). Seglln Borrajo Dacru7~ la termi· 
no logia de la L.I'.L.dc 1990csambi· 
gua pero, n pesar de ello la exprcs1ón 
dclosrcpr=ntnntes lcgalcs"scquicrc 
referir. L:m sólo. a los representantes 
uniuuios del personal en In empresa; 
es decir, al comit6dcc mpre.<o' y,cn su 
ocfc'Cto a los delegados (o delegado) de 
per.;onalcn losténninosdclTIL ll de lu 
L.E.T. La nueva Ll'.L. oontrnponc 
sistczn:lt3camcnte. rcprcscflt.'\nt~ ""le­
gales" y "sindicales' ', Cfr. ''La 
impugnuctón de con\'cnios co1ccti· 
vO<". Madrid: l'<lcrsa. 1990. Pág.ll40. 

(").Antes qucdobo este proceso con· 
d1cionado al impu lso o pasividad de 
In autoridad laboral. Cfr. entre n~ras 

las S.T.C.T. 23 Septiembre 198~. 
S.T.C.T.28Scptiembrél987 yS.T.C.T. 
23 Mm.o 1988. 

('"). A unque la L.P.L. de 1990 es 
parca en el conccplO de "terceros 
lesionados". se supone. por pura c:o· 
herencia con cltclto legal, que parn 
uamitar una denuncia anle la autorl· 
dud laboral el tercero lo hará en ba5C 
a la legitimación por lcsividad. ya 
que según el an. 162.l.b carece de 
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legit imación para hacerlo por 
ilegalidnden los proccsosúcconflic· 
lOS colectivos. 

En todo caso, será la autondnd 
laboral quien estime o no la deman­
da. atendiendo a la leginm.1ción de 
aquel, y en ul~mo término será la 
autoridad judicial quien se pronunc ie 
en cada. caso. Ante un convenio co­
lectivo presuntamente ilegal . un s u­
jeto indmdualmente considerado 
carccer!a de legirim•ción paro im­
pugnarlo. Lomismoocw-riríaante un 
sujeto ~uc e stuviese inclurdo dentro 
del ambito de aplic.oción d el conve­
nio si dccrdiese impugnarlo por 
lesividad. 

(''].Sobre la configuración del con­
nieto colcctlm jurídico cfr. los artS. 
17 y 25 del R.D. Ley de 4 de Marzo 
1977 donde se detallan los rcqui!ntos 
objetivos y suhjctivos necesarios para 
que el con nieto sea de esa mnura.lc1..a. 
Sobre el tema c fr. s:r.c:r. 16 Mayo 
1989 y la S.A.N. ? Julio 1989 (Sala 
de lo Social). 

("). R.D.I040/l981 sobreregiso-o y 
dcp6sito de convenios colectivos de 
trabaj o (csratutarius). A tenor del art. 
90. 2 E.T. y atL 2 del R.O. 1040/ 
198 1. el registro de los exrra­
estatu!Jlnos no es preceprivo aunqcc 
J>Or OIJO lado. és to sea posible Según 
R.D. 2756/1979. 

("). Este proceso t.cndni carácter UI· 

gente fren te a otros asuntos, salvo los 
relacionados con la tutela de la libcr· 
tad sindical y otros derechos f unda· 
mentales. como seña el ~aso de la 
tu telo ju~ icial cfccúva. 

(''). Cfr. nota ('') 

(''). Es una nueva oportunidad por 
parte de In autoridad laboral de inci­
dir en el proceso de unpugnoción de 
un convenio colectivo. unm vez ago­
udo el procedimiento específico de 
or1cio. 

Li.l O Uu a ~úl g\! &.J\lL! JU!ol C&l! I VC.IIUJ':I 

colectivos ex tra-e.-;tatuta.rios. ¿podr:in 
impugnm~c pnrc.~teproceso indin~c­

to del con n ieto colectivo dcspu<:s de 
negarle el acceso por la vfa de oficio, 
o por el contrario s61o podrin em­
p lear el proceso directo dentro d e los 
con nie to colecrivos7. 

(''). Y cllo "cn base a lacon.~IJucción 
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lo que, en ningún caso, entrará a co· 
nocer el T.C.". 

Existe asf, a tenor del art. 24.1 C. E .. 
un derecho reconocido porta L.O.T.C. 
a que se dicte una sentencia de fondo 
por los órganos jurisdiccionales ordi· 
narios. Tal derecho. de "comornos 
difuminados", resulta coercible ame el 
T .C. en todos los casos en que no 
resullc satisfecho o se niegue de forma 
arbitraria. 

No hay que olvidar que este dere­
cho, es el más aludido anlc el T.C. y 
también ante el T.S. Es presupuesto y 
garamra de los demás derechos funda­
mentales. Y es que en un Estado de 
derecho, en el que los ciudadanos y 
poderes públicos est:ln sujetos a la 
C.E. y al resto del ordenamiento jurí· 
dico, debe existir un precepto que efec­
ti vamente garantice el acceso a las vías 
procesales adecuadas. La tutela judi· 
cial efectiva. se motiva por una prc· 
suma vulneración de un órgano juris­
diccional o por una hipotética falla de 
regu lación legal en alguna materia 
concreta que impicla el acceso a la 
jurisdicción. La resolución de esta prc· 
suma vulneración del derecho a la IU· 

tela correspondería resolverla al T.S., 
yen último ténn ino al T. C.: o dicho de 
otra fonna, el derecho a la tutelajudi· 
cial efectiva queda lesionado cuando 
el interesado. ve cerrada 
injustificadameme la posibi lidad de 
conseguir la protección judicial de sus 
derechos e intereses legftimos. Tam· 
bi~n hay lesión cuando la vulneración 
de las nonnas procesales lleva consigo 
ta pnvac10n del uerecno a la detcnsa, 
con el consiguiente perjuicio real y 
efectivo para los intereses del afecta­
do. Tal es el caso del sujeto singular­
mente considerado que ve afectado de 
forma negativa sus derechos laborales 
por cl convenio colectivo y no es "par­
te" en el proceso de negociación (por 
noestarsindicado o representado). Ante 
ello, y según la L.P.L .. tampoco se le 
considera parte a efectos de impugnación 
del convenio coleclivo en cuestión, y 
lo que es más grave, puede que tampo­
co tenga la consideración de tercero. 

Asf. cuando la C.E. prohibe la 
indefensión, es! á garantizando la posi· 
bilidad de acceder a un j uicio conlm· 
dictorio en el que las partes alegando y 
probando cuanto estimen oportuno, pue­
dan hacer valer en condiciones de igual· 
dad sus derechos e intereses legfú· 
mas. (U) 

B.- EL PROBLEMA DE LA 

LEGITIMACION 

En una semcneia del 11 de Octubre 
de 1.982 el T.C. puso el dedo en la 
llaga al reconocer que, cuando el objc­
lo del proceso previo resul ta ser ''la 
twela judicial de los derechos funda­
mema/es y libertades p1íblicas y la 
cartsa de inadmisibi/idad sea la falta 
de legitimación, este tribunal rw pue­
de comraer el examen del caso a la 
mera comprobación de que hubo una 
sentenciafimdadora de Derecho, sino 
que ha de emrar a analizar la conctt· 
rrencia o 110 de la falta de legitimación, 
pues en el supuesto de que ésta hubie· 
ra sido incorrectamente apreciada por 
el T. ordinario qucdarla sin protec­
ción ni tutela efectiva el derecho o 
dcrec/ros fundamentales en cada caso 
debatido y srt ejercicio quedarfa de 
jacto indebidameme restringido". 

Ame csw semcncia, cabría pregun· 
1arsc quién es parte lcgflima ante un 
proceso de impugnación de un conve­
nio colectivo según la L. P. L. de 1.990. 

En puridad procesal, la considera­
ción de parte la ostentarían, por un 
lado el empresario o represen! ación de 
quienes suscriban el convenio y por 
otro las representaciones de los !raba· 
jadores que cubran el mfnimo legal de 
implantación pam poder fiñnar dicho 
convenio. 

De los dos procedimientos espcc!­
ficos que contempla la L.P.L. para 
impugnar un pacto colectivo. el de 
oficio no presenta ningún problema en 
cuan lo a la legitimación; a tenor de lo 
dispusto en el an. 14 7 .2.a "El procedi· 
miento se seguirá de oficio, aun sin 



asistencia de los trabajadores pelju­
dicados, que tendrán la consideración 
de parte, si bien no podrán desistir 11i 

solicitar la suspensión del proceso", 
mas no ocurre lo mismo en el proceso 
de connictos colectivos donde surgen 
algunos problemas. 

Atenordelos arts.151, 152,162.1 
a y b, podrla considerarse como parte: 

-biencual quierrepresentación pro­
fesional de intereses colectivos, haya 
firmado o no el convenio. 
- o por el comrario, sólo la repre­
sentación colccti va que suscribió el 
convenio. 

Esta segunda opción es la que se 
ciñe con más exacti tud al concepto de 
parte procesal; pero la concepción de 
parte que hace la ley, que se asemeja 
más a la primera opción, es tan amplia 
que no resulta comprensible que el 
sujeto singular no pueda considerarse 
corno parte, en vez de tener condición 
de tercero. 

Esto enlaza di rectamente con otro 
problema dentro del aspec to de 
legitimación, pues si como hemos vis­
to, la ley no es suficientemente explí­
cita con el concepto de pane, no hay 
lugar a dudas de la concepción restric­
tiva que fo rmula para con la noción de 
tercero (art. 162.1 b.L.P.L.) y es que el 
propio concepto de este úl timo es difí­
cil de concretar. Se suele afi rmar que 
tercero es quien no es pane; pero es 
evidente que esto aclara poco, y ello 
por dos rawncs; como hemos visto en 
nuestra L.P.L. , parte es un concepto 
complicado, y por otro lado hay suje­
tos que no siendo parte tampoco tienen 
la condición de terceros. 

En un sentido más técnico, terceros 
serfan aquell as personas que, sin ser 
parte, se encuentran respecto de un 
proceso en una detenni nada relación 
por la cual el ordenamiento jurfdico 
los considera dignos de protección, 
precisamente porque no son ajenos a 
dicha relación que les afecta. 

Gsla situación es respaldada por el 
ordenamiento jurfd ico reconociendo 
legitimidad procesal a toda persona 
que se vea en ella. Asf. el contenido 
real de protección que se otorga a los 
terceros se contrae exclusivamente a 
darles la oportunidad de intervenir en 
el proceso si voluntariamente asf lo 
decidieran, ya que cuando está en jue­
go un derecho o interés lcgflimo, la 
normativa procesal no puede negar el 
acceso de un tercero al proceso. 

Dentro del procedimiento de oficio 
(ans. 147. 1 a y 148), no se hace refe­
rencia al tercero, sino que los lrabaja­
dores perjudicados tendrfan conside­
ración de parte una vez que se haya 
admitido a trámite la demanda que 
presentó la autoridad laboral instada 
por los trabajadores. 

No creo que en este prcceplo la ley 
se contradiga en su concepción restric­
tiva hacia el individuo legitimado, pues 
no olvidemos que el trabajador puede 
instar a la autori dad laboral, pero ésta 
no queda obligada a atender di cha pe­
tición (29

). 

La aUioridad laboral opera a modo 
de "embudo", pues aun teniendo el 
trabajador la posibilidad de impugnar 
el convenio colectivo por el proceso de 
los connictos colectivos, los sujetos 
legitimados para este proceso tienen 
más restricciones. Ya no son conside­
rados parte, sino terceros lesionados 
en sus imcrcses, pud icndo alegar 
lesividad para impugnar un convenio 
pero no ilegalidad. Además, no pue­
den estar incluidos dentro del ámbito 
de aplicación del convenio que se pre­
tenda impugnar (art. 16 1.1 b L.P.L.). 

Queda pues clara la postura de la 
L.P.L. con rcspcc10 a las posición res­
lrictiva del concepto de tercero. El 
sujeto, individualmente considerado 
queda prácticamente anulado en pro 
de la colectividad(X'). 

No podemos decir que a tenor de 
los C)(puesto hasta ahora, se in frinja el 
art. 24. 1 de la C. E., pues al tercero aún 

jurisprudencia! de l T.C.T .. rati ficada 
por el T.C." en las S.T.C. 21- lll - 88 
y 13-1 V -88. Cfr. Abiot Montesinos. 
1.: "Tute la de la libertad sindical". 
Actualidad laboral n°6, 1989. Págs. 
59 y 60. 

('"').Salvo lo dispu.rao en el orL 102 
del T11. 11. cap. 1 de la L.P.L. a cuyo 
tenor " En todo lo que no esté e•prc­
samcntc previsto en el presente tí tu· 
lo, regirán las disposiciones eslablc­
cidas para el proceso ordinario". 

(" ). S.A.N. (Solo de lo Social) 14-
VIII -1989. 

(''). Sobre laautonomíao libertad de 
juicio de 111 Administració n, la S.T.C. 
235/1988. 

("'). Cfr. Ccbrián Badíu. F'" J.: Ac­
tualidad Laborut n• 26 1987. "Sen­
tencia del T.C.T . de 17- 10-SS (Sala 
1 1), que resolviendo sobre una prc­
tensi6n dirigida a In nulidad parcial 
del convenio promovida porlroibllJU­
dorc~ individualc!r; en proceso 
ordinario.scñala que 'la caractcrístj­
ca que define a Jos con nietos colec­
tivos es que las cuestiones que en 
ellos se susci lan afectan a todos los 
trabajadores integrantes do un grupo 
determinado, considerados en su con­
junto o en absttacto, pues el interés 
que en él ~e debate no es el individual 
o concreto de cada Uilbajador. ni l1.m· 
poco la ~un':l de los intereses part iCU­

lares de éstos ... y al nn plnn1enrse (en 
In demanda) una cut!stión concreta y 
personal de los dcrnanduntcs. y si 
sólo una acción de neto caráclcr co· 
lectivo. de no ejcrcil:'lrl;C 13 3cci6n 
por la Auloridad Laboral en In vía del 
artícu tu90.5 L.E.T .. hadecncauzarsc 
por la vfa de con nielo colectivo ... lo 
c¡uc impone aprcci.1r en autos la ex­
cepción de inadecuación del 
prodecimiento' y también scñuta la 
sentencia que elln 'no supone 
indefensión individual de los dcm:tn­
dantcs ... puesto que siempre tcnUrán 
acción en procedimiento ordinario al 
amparo del artículo 6.3. del Cé<hgo 
Civil. cu3ndo sus derechos indivi­
duales sean lesionados en concreto y 
el interés directo que ello genere les 
legitime para su ejercicio·. El mismo 
critcriosereitcracn lascntcnciade7-
l1-85de la mism.1Sata t'.dct T.C.T.". 
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(''). Bona¡o Dacru7 apunta que de· 
bicra ampliarse el conccp1o "legisla­
ción" a lo s: instrumentos normativos 
enumerndos en el atl. 83.2 y 3 del 
E.T siempre que >e cinan a las reglas 
del Tll. 111 del E.T. 

("). Ccbriin Bodia. o p. ciL pig. 141 O 
a nade que "El primero que Licnc que 
luchMporcl Derotl¡ocscl perjudica­
do por su inuplicnción. es decir, el 
IÜulardcl dctccho subjclivo vulnera­
do por la aciUllCIÓn Ilegal de los nego­
ciadores del Cf·nvcnio y este indivi· 
duo es prccisanoenle el liLular del 
dctccho a la tutela cfccuva de los 
jueces y tribunales en el c¡ereicio de 
5U~ derechos e intereses legítimos, 
sin que en ningún cnso pueda produ­
cir' < Indefensión. >in que U!l dc"!'ccho 
fundamemal pucda ser' secuc--<rndo' 
11 individuo en nombre de un supues 
ro in1erés del coloclivo que sea". 

(' '). S1 el convenio es tlegal, el órga­
no judictnl debe dcclamr su nulidad, 
10~11 o parcial. Sed uno nulirlad ex 
tune. (de<de que secdcbm el conve­
nio) 
Si lo que se aprecia es les!b!dad. el 
órgano ¡udtcial deberá declarar la 
snulabilidad con efec1os ex nunc, 
donde podrá fijarse además. la rcpo­
rnción deiJ>erjuicio causado. 

("'). S. T.C.T. 16 Mayo 1989. 
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le queda la vfa incl irccJa del procecl i­
miellloorclinario (art. 102 L.P.L.) siem­
pre que alegue lesión grave de sus 
intereses y no pueda acceder a las vfas 
descritas anteriormente. Asf pues. tu­
tela judicial sr. pero ¿erectiva?. 

C.- DIFERENCIA ENTRE 

ILEGALIGAD Y LESIVIDAD 

En la L.P.L. se barajan los tém1inos 
ILEGALIDAD Y LESIVIDAD. Esta­
remos ante un convenio colectivo ile­
gal cuando este conculque la legisla­
ción vigemc (an. 1 li 1.1) (l'). y será 
lesivo cuando por su contenido, se 
conculquen imcrescs legftimos. 

Si el convenio se presume ilegal 
an1cs de que se registre. un sujeto solo 
podrá impugnarlo a Jravés de la auto­
ridad laboral. Pero si el convenio ya se 
ha rcgimado, el sujeto no podrá im­
pugnarlo por presuma ilegalidad, ni 
por el procedimiento ele los connictos 
colectivos ni por el procedimiento or­
di nario. (32). 

Cuando la impugnación se ba e en 
Jcsil•idad el tercero puede acudir al 
proccdim iemo de oficio ames de estar 
registrado el convenio. Una vez rcgis­
Jrado, y suponiendo que el trabajador 
no esté dentro del ámbito de aplicación 
del convenio, podrá acceder a la vfadel 
con nielo colectivo. Asf pues, al no ser 
considerado tercero el trabajador que 
se encuemre dentro del ámbito del 
convenio. sólo le resta acudir al proce­
dimiento ordinario ('3) . 

La S.T.C.T. de 20 de Mayo de 
1.983 sentó las bases de legitimación, 
según la vía de impugnación a seguir, 
en los casos de conculcación de la 
legalidad vigente o de lesión grave del 
interés de terceros. Sin embargo, el 
panorama no está tan claro después de 
promulgarse la rcstricliva L.P.L. de 
1.990 y dictarse. en claro contrapeso 
jurisprudcneial la S.T.C. de 4 de Mayo 
de 1.990. 

En esta úlJ ima sentencia, se afirma 
que la direrencia ent re legalidad y 

Jesiv idad están, en la realidad, 
indesligablcs porque '' la lesividadpre­
supone la ilegalidad de la norma con­
vencional impugnada". 

De esta manera, otra vez "roza" las 
rrontera de la inconsJitucionalidad, sal­
vándola empero por el procedimiemo 
ordinario, el cual permite defender al 
sujeto aislado, pero. sólo contra las 
lesiones que pudiera producirle el con­
venio. 

Podemos decir asr. que la solución 
arbiJrada por la L.P.L. es a Jodas luces 
insuficiente al no entrar en el problema 
de fondo y admilirque: el fundamento 
mmcrial de la acción para poder im­
pugnar, no es relevante a efectos de 
resguardar el an. 24.1 C.E. Por tanto, 
cabe plantearsemra vez la mismacues­
Jión: tutela judicial sf, pero ¿efectiva? 

D.- lMPt.:G:-IACIÓN DIRECfA E 

INDIRECfA 

La diferencia entre la impugnación 
di recia e indirecla es de capital impor­
Jancia por los cfec1os que sobre el 
convenio puedan producir. 

La impugnación di recia será aque­
lla que proporcione la posibilidad de 
llevar a juicio un convenio colectivo 
con la prclcnsión de que quede anula­
do Jota! o parcialmente. Esas posibili­
dades de nulidad con erccJos "erga 
omne.f' de la scmencia no se da en la 
impugnación indirccra donde sólo Cil­

brfa esperar la anulación del acto que 
oroduzca un convenio colectivo Por 
lo tanto, la sentencia tendría efectos 
limitados, personales, pero nunca a rec­
taría al convenio en sr ("). 

Esto seria la desventaja con que se 
encontraría un sujeto individual si hu­
biese impugnado un convenio colecti­
vo. Su actuación ante la jurisdicción 
sólo serfa válida para conseguir, en el 
mejor de los casos, una sentencia favo­
rable, pero nunca un rcconocimienlo 
generalizado. Un panicular no puede 
pues conseguir la nulidad de un conve­
nio colectivo por la vfa indirecta. ya 



que se considera una "reclamación 
individualizada, propia y directa"(1l). 

Este panorama podlia haberse sim­
plificado si la nueva L.P.L. hubiese 
contemplado la impugnación directa 
pcr parte del trabajador. En el procedi­
miento de oficio se recoge este tipo de 
impugnación para la autoridad 
laboral. Pero esta vía no legitima a ter­
ceros lesionados dentro del ámbito de 
aplicación del convenio colectivo. La 
otra vía de impugnación directa, la de 
los con nietos colectivos, queda reser­
vada al interés colectivo, tanto en la 
acción directa como en la indirecta. 

La única vía que queda es la del 
procedimiento ordinario. a cuyo tenor 
están legitimadas aquellos que no pue­
den optar por las vías anteriores. 

Evidentemente, si esta vía se hu­
biese planteado como un proccdim icnto 
de impugnación directa en vez de indi­
recta, el trabajador tendlia la opcnuni­
dad de cuestionar frontalmente la lega­
lidad de un convenio colectivo, pu­
diendo pedir su nuli dad total o parcial. 
El proced imiento ordinario pasalia a 
ser así un "procedimiento de conflic­
tos individuales" que, por analogía 
con los procedimientos anteriores, tam­

bién contaría con unos plazos breves 
que redundarfan en beneficio del tra­
bajador.(l6) 

Si la autoridad laboral, sin estar 
inmersa en el proceso de negociación 
colectiva, puede impugnar directamen­
te un convenio al igual que ocurre con 
los representantes de los trabajadores 
aunque no hayan fi rmado el convenio, 
¿pcr qu~ va a desestabilizar más la 
posibilidad de que lo haga un trabajador 
aunque tampcco esté en las negociacio­
nes ni haya firmado el convenio?. 

A mi parecer. la seguridad jurfdica 
se ría incluso mayor, pues una 
impugnación indirecta "en cascada" 
posibilitaría una continua anulación 
del acto que produjese un convenio 
individuo por individuo. El resul tado 
sena dejar al convenio sin efecto de 

hecho. aunque no de derecho. y ello, a 
pesar del "positivismo" que presenta 
nuestro ordenamiento jurídico, no po­
demos obviar que una sentencia tam­
bi~n es un juicio de valor. Todo ello 
sin entraren razones de economía pro­
cesal, "detalle" éste a tener en cuenta 
dada la saturación que aparece caracte­
rizar a nuestros juzgados y tribunales. 

Otra vez surge la inevitable afirma­
ción y duda: el trabajador singular 
parece disfrutar de l derecho a la tutela 
judicial pero ¿efectiva?. 

VI.- SINTESIS y 

CONCLUS IONES 

A.- SINTESIS 

ScgúnlaL.P.L. dc 1.990 1asvfasde 
impugnac ión de los convenios colecti­
vos son tres: 

A.- Convenios Colectivos 
Est:tlutarios (art. 90.5E.T.) 

1.- Antes del registro del convenio: 
Impugnación directa por el proce­
dimiento de ofic io (arts. 160 y 161 
L.P.L.). La autoridad laboral lo rea­
lizará por propia iniciati va o a ins­
tancia de parte. 

2.- Después del registro del conve­
nio. se abren dos vfas de 
impugnación: 

2.1.- Impugnación directa: Pro­
cedimiento del con nieto colecti­
vo (art. 150.2 L.P.L.). 

2. l.l.-dcformadirecta(art.160. 
l.a y b L.P.L.) por la pane legi­
ti mada. 

2. 1.2.- de forma indirecta (art. 
155 y 162 L.P.L.) por comuni­
cación demanda de los legitima­
dos ante la autoridad laboral. 

2.2.- Impugnación indirecta: Pro­
cedimiento ordinario (an. 102 

('').S. T.C. St/1990: .. el interés par­
ticular de los tnbajadores individua­
le.< les legitima para e¡crtilllr accio­
nes precisas contra aquella normas 
del convenio que le causan lesión 
concreto de sus derechos e intereses''. 
Stn embargo, no cslá.n legitimados 
p;trn "demnndnr" en abstrnc1o la nu li­
dad. anulabil idad o aplicación genéri­
c:. de los convenios colectivos ... 

"EsLa sentencia sintetiza lo que 
ya en cuas anteriores solamente se 
apuntaba: la clara diferencia entre 
LEGtSt.ACtON COLECTIVA. que 
permite intpugnar un convenio co­
tcctivodcrn:l.Ildandosu nulidad tOtal 

opru-cial y LEGISLACION INDIVI­
DUAL, que reconocida al trabajador 
s ingular. puede solicit:lr la i naplic.1ci6n 
al caso concreto de una determin3dtt 
cláusula o cláusula.s con convenio 
colectivo (una vez registrado) en la 
medida en que dicha aplicación pro­
voque una lesión en sus derechos e 
intereses. 

(16). Un d.:uo a 1encr en cuenta: en 

Mayo de t990scprcscntaron unto13l 
de 27.392 asuntos socinlcs. de lo< 
cuales 158 eran connictoscole<:tivos 
y 19.491 conflic10s mdividualcs (el 
res1o se relacion3ban con IJ Scguri· 
dad Social). Fuente. M.G.S.S. D.G 
de Informática y Estadistica. S.G.dc 
EsL.1.dísttca. 
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L. P. L.): por demanda de los pani­
culares que aleguen lesión grave 
de sus intereses y no puedan seguir 
la vía del connicw colectivo. 

B.-Convenio Colectivo Extra­
Estatutario 

Tanto si está registrado como si no 
lo está (es potestativo) las vfas de 
impugnación serán: 

1.- lmpugnación directa: Por me­
d io del conflicto colectivo igual 
que los estatutarios. 

2. - Impugnación indi recta: Por me­
dio del procedimiento ordinario. 

Los que carezcan de la condición 
procesal de terceros, serán los que pue­
den acud ir al proced imiento ordinaiio, 
pero a tenor del art. 162.b, existe una 
concepción rcstiingida del tercero no 
atendiendo por éstos a los trabajadores 
y empresarios incluidos en el ámbito 
de aplicación del convenio. 

B.- CoNCLUSIONES 

1.- Existe una fa lta de concordancia 
entre el a11. 37. C. E. que garantiza el 
de recho a la negociación colecti va y el 
an. 24 C.E. donde se reconoce el dere­
cho a la tutela judicial efectiva.En el 
fondo hay una lucha por la prcminencia 
del interés colectivo frente al indivi­
duaL 

l.- La nuev:r l.PL.st!,tuc J)l5lelr­
ciando el interés colectivo, al mante­
ner la diferencia entre la impugnación 
directa e indirecta, imposibilitando así 
que el trabajador individualmente pueda 
ll evar a juicio un convenio con la pre­
tensión de que se declare la nu lidad 
total o parcial del mismo. 

3.- Sigue efectuándose un concep­
ción restrictiva del tercero, lo que pone 
en evidencia la inexistencia de un cau­
ce impugnatorio idóneo para este tipo 
de pretensiones, volviendo a desviarse 
el problema por La vía del procedí-

miento ordinaiio. 

4.- Lo mismo ocurre con la tajante 
diferenc ia que realiza la ley para legi­
timar en base a la distinción que reali­
za entre ilegalidad y lcsividad. 

5.- Todo ello conl leva a que el 
su jeto deba superar el problema de la 
legitimación en base al concepto de 
parte, al concepto de tercero y a la 
rotunda diferencia que se hace emre 
ilegalidad y lesividad para acabar, ge­
neralmente. ante la posibilidad de una 
impugnación indirecta que propicia una 
tutela judicial restrictiva. 

6.-Los problemas hasta aqul anali­
zados podrían disminuir, con medidas 
que minimizasen la falta de previsión 
contemplada en la ley en base a los 
siguientes criterios: 

- supiimir las restricciones impues­
tas al tercero. 

- subsumir los conceptos de 
ilegalidad y lcsividad. 

- fonnularel procedimiento ordina­
rio como vía de impugnación direc­
ta que canalice el interés indiv i­
dual. 

- Mayor efCCiividad para con la 
tutela judicial. 

VII.- ANEXO 

_J!J_B._I~PR!JDENPAL 

1.-TRIBUNAL CoNSTITUCIONAL (SALA 

21) . SENTENCIA 4 DE MAYO 1.990. 
(Rg DE AMPARO 315/88}.-P.: SR. Ru­
BIO LLORENTE 

Fundamentos de Derecho 

Primero. El Ministerio Fiscal en­
tiende que la resolución del T.C.T. que 
ahora se impugna lesiona el art. 24.1 
C.E., pues, al negar legitimación al 
demandante para ejercitar la acción en 
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cuestión se viola el derecho a la tutela 
judicial efectiva. Ello supone, por tan­
to, que debe ponerse en conexión la 
sentencia impuganda con el contenido 
esencial del derecho a la tutela judidal 
efectiva y con las exigencias que del 
mismo se deducen, con el fin de exa­
minar y resolver si aquella dec isión 
judicial se acomoda o no a las mismas, 
pues, como viene afinnando reiterada­
mente este tribunal. del art. 24.1 C. E. 
se deriva a obtener una resolución j u­
dicial mot.ivada y fundada en Derecho, 
una resolución, por tanto, que nonnal­
mentc habrá de decidir sobre el fondo, 
pero también puede abstenerse de en­
trar en el mismo si existe causa legal 
suficiente y justifi cada para ello. 

De acuerdo con lo expuesto, no 
serfa contrario al derecho a la tutela 
j udicial aquella resolución que, decla­
rando inadmisible la acción ejercitada 
o carente de legitimación a quien acu­
de a los mecanismos jurisdiccionales 
se abstenga de examinar el fondo del 
asunto, siempre, claro está, que se fun­
damente en una nonna legal que no sea 
contraria al contenido esencial de ese 
derecho constitucional y que sea apli­
cada e interpretada de la fonna más 
favorahle a su efectividad. De la mis­
ma manera, debe insistirsc en que no 
corresponde a este Tribunal, sino a los 
órganos de jurisdicción ordinari a, de­
tenninar cuándo y en qué condiciones 
existe legitimación para instar la ac­
ción de la j usticia, sin pctiuicio de que 
este Tribunal pueda revisar esa deci­
sión a la luz del derecho fundamental 
a la tutela judicial efectiva. Es esta 
doctrina la que una vez más hemos de 
aplicar aqur. 

Segundo. Para resolver adecuada­
mente la cuestión planteada, conviene 
reflejar aquf cuál cm el contenido de la 
pretensión ejercitada por el deman­
dante, asf como el significado que a 
esta última le otorgaron tanto la Ma­
gistratura de Trabajo como el T.C.T. 

Con carácter previo, no obstante. 
parece necesario recordar que el pre­
sente proceso arranca ya de otro que 

dió lugar a la sentencia de este Tribu­
nal4/87. de 213 de enero. que desesti­
mó el amparo interpuesto también por 
el Ministerio Fiscal en nombre del 
mismo demandante al entender que no 
se habfa lesionado el an. 24.1 C.E., 
pues el actor no acudió a la vía proce­
sal ordinari a en el ámbito laboral y no 
tcnfa legi timación para ejercitar una 
pretensión consistente en la 
impugnación de un convenio colecti­
vo. En dicha sentencia, este Tribunal 
afinnó, sin embargo. que. aunque el 
art. 90.5 del ET concede a la autoridad 
laboral la acción para obtener la posi­
bilidad de actuar para obtener la nuli­
dad de un Convenio ello no impide 
pues asf resulta de la prohibición de 
indefensa del an. 24. 1 C.E., que las 
partes de 1 a negociación o los terceros 
perjudicados puedan obtener la pro­
tección de sus derechos por otras vfas, 
hicn por el procedimiento ordinario, 
hicn por el conflicto colect i vo. A la luz 
de dicho precepto constitucional. por 
tanto, "debe reconocerse el derecho 
del trabaj ador interesado a la tutela 
j udicial efectiva de sus derechos e in­
tereses, sin que pueda produci rse 
indefensión, también en lo que se re­
fiere a lesiones en aquellos producidas 
por l as cláusulas incl uidas en conve­
nios colecti vos, y en este scmido de­
ben interpretarse las disposiciones vi­
gentes referentes al proceso laboral" 
(F.J. n" 5). Con ello. la citada sentencia 
estaba diciendo que. en el caso enjui­
ciado, no se había intentado, por la vía 
del procedimiento ordinario, la defen­
sa de los intereses del trabajador inte­
resado, y de ahí que no pudiera recono­
cerse por pane del T .C. que aquel 
hubiera quedado privado de toda posi­
bi lidad de defensa. en vfa judicial, de 
sus derechos. 

Apoyándoseprccisamentccncl STC 
4/87., el trabajador interesado interpu­
so una demanda por la \'Ía procesal 
ordinaria en la que, es cieno, se entre­
mezclan y confunden probablemente 
un huen número de cuestiones, pues en 
ocasiones se l1abla de proceso ordina­
rio y en otras se hace referencia al 
proceso sobre conflictos colectivos. y 79 
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en la que, como indica el Ministerio 
Fiscal, existía una triple prctención: la 
nu lidad de pleno derecho del Conve­
nio Colectivo RENFE- A TCAR y de 
todos los ascensos que de acuerdo con 
~1 se han producido; en su defecto, la 
nu lidad de algunos de sus preceptos, 
asr como los ascensos que, de acuerdo 
con ellos habían disfrutado otros tra­
bajadores, y, por últ imo, si lo anterior 
no procedía. la equiparación con estos 
últimos y el reconocimiento de una 
detem1inada categoría profesional. 
Quiere decirse, portanto, que el intere­
sado no planteó únicamente una ac­
ción de nulidad del convenio colecti­
vo, sino que ejercitaba también una 
acción en defensa de sus intereses, al 
entender que la aplicación de alguna 
de 1 as cláusulas del convenio colectivo 
de integración de una empresa en otra, 
lesiona sus derechos y le causa pc~ui­
cios que deben ser reparados. El traba­
jador solicita asr la nulidad de un con­
venio bajo cuyo ámbito de aplicación 
no está incluido, porque entiende que 
con ello se eliminaría la lesión sufrida, 
pero también pide, en su defecto, que 
se reparen los perjuicios sufridos de su 
aplicación (la nulidad de algunos as­
censos de otros trabajadores o su 
equiparación a éstos como Jefe de Ser­
vicio). El proceso versaba asf, real­
mente, sobre la lesión concreta que 
para el demandante suponía la aplica­
ción de la cláusula del convenio colec­
tivo, cuya validez se cuestionaba al 
solo objeto de evitar y eliminar dicha 
lesión. 

Es cierto que la Magistratura de 
Trabajo, en su Acto de 30 de Abri l de 
1.987., circunscribe el ejercicio de la 
pretensión de anulación total o parcial 
del convenio, al entender que la pre­
tensión subsidiaria del trabajador es 
una acción sobre la clasifi cación pro­
fesional, que debe tramitarse por otra 
vra. Pero no es menos cierto que, aún 
así.cl Magistrado reconoce legitimación 
al trabajador pues. en verdad, se im­
pugna el convenio colc~.:tivo porque se 
estima que lesiona intereses legítimos 
de un tercero, y de ahf que, en la propia 
sentencia de instancia se advierta que 

"únicamente podrá llegarse a la con­
clusión de no estar activamente legiti­
mado el actor para ejercitar pretensión 
cuando, tras el estudio y resolución del 
objeto principal del procedimiento, se 
declare que no se le ha causado ningún 
pc~u icio". Por eso mismo, el fallo 
declara nulo el art. 12 del Convenio 
Colectivo, en lo que hace referencia a 
la posibilidad de ascensos de categoría 
profesional mediante el sistma de libre 
designación así como la nulidad e 
ineficacia de los ascensos de categoría 
profesional de tres trabajadores produ­
cidos a través de dicho sistema, que era 
lo que, entre otras cosas, pedía el tra­
bajador interesado en su demanda. Para 
declarar, pues, la nulidad de un acto de 
aplicación del convenio, que es el as­
censo de determinados trabajadores. 
se ha tenido que declarar también la 
nulidad de la cláusula convencional 
que reconocía esa modalidad concreta 
de ascenso. A la postre, la sentencia de 
instancia reconoce legitimidad al tra­
bajador para ejerci tar una acción que 
solicita la nulidad parcial del convenio 
colectivo porque lesiona sus intereses, 
declardndo, en efecto, la nulidad del 
sistema de libre designación que inlro­
ducía dicha cláusula y la de los propios 
ascensos derivados de su aplicación, 
sin pronunciarse sobre la petición de 
equiparación de categoría profesional 
solicitada por el trabajadoren concreto 
al entender que ello debe resolverse. 
en su caso, por la vfa del proceso sobre 
clasificación profesional. El proceso 
asf versó sobre la nulidad parcial del 
convenio colectivo, pero su origen se 
encontraba, por la vfa ordinaria, en la 
lesión de los intereses de un tercero 
derivada de la aplicación de una cláu­
sula convencional. 

Tercero. Significa todo ello, por 
tanto, que, en el presente caso, a dife­
rencia de aquellos que dieron lugar a 
las Sentencias de este Tribunal47/88, 
de 21 de marzo; 65/88, de 13 de abril 
y 124/88, de 23 de junio, no se plantea­
ba una pretensión de control abstracto 
de normas laborales pactadas, sino una 
acción en laque, a través de un proceso 
ordinario iniciado por un tercero no 
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¡ incluido en la unidad de negociación 
del convenio colectivo se impugna la 
legalidad de una cláusula convencio­
nal de cuya apl icación se deriva, en su 
caso, un efectivo perjuicio o lcsividad 
para los intereses del actor. 

En las referidas resoluciones de este 
Tribunal, se entiende que el interés 
panicular de trabajadores individuales 
incluidos bajo el ámbito de un Conve­
nio Colcclivo no les legitima para de­
mandar la nulidad, anulabilidad o 
inaplicación genérica del mismo, pues 
el vicio alegado afecta necesariamente 
a un colectivo. titular, por tanto, del 
correspondiente interés general, abso­
lulo e indivisible, lo que lleva consigo 
que 1al legilimación activa pueda alri­
buirse sólo a aquellos suje1os colecti­
vos que representen dichos intereses. 
Tales resoluciones, por tanto, se pro­
nuncian por la compatibilidad con la 
CE de aquellos preceptos /art 90.5 del 
ET y 136 de la L.P.L.), que niegan la 
acción de nulidad del convenio a los 
lrabajadorcs individuales. El interés 
particular de los lrabajadores indivi­
duales les legitima para ejerci1ar ac­
ciones precisas contra aquellas nor­
mas del Convenio que le causan lesión 
concrela de sus derechos o intereses, 
pero no para demandar en abstracto la 
nulidad, anulabi lidad, o aplicación 
genérica de los Convenios Colectivos. 

Quiere decirse, por tanto. que sí, en 
el presente ca~o. la acción ejercitada 
por el trabajador interesado hubiera 
sido de ese último carácter o naturale­
za (un control abstracto del convenio, 
una declaración judicial de carácter 
general anulatoriadel convenio) la fal­
la de legitimación hubiera sido conse­
cuencia de una aplicación razonable y 
juslilicada. de las nonnas vigemes sin 
que ello lesionara, de acuerdo con esa 
jurisprudencia constitucional, el art. 
24.1 CE. Sin embargo, no ha sido una 
acción de este tipo, sino una acción en 
defensa de los derechos intereses pro· 
pios o particulares de un trabajador 
presuntamente lesionados por la 
ilegalidad de un convenio, que litiga 
en su propio y directo interés, y que 

además es un 1ercero, en cuyo caso, 
como se dijo en la STC 24/88, de 21 de 
marw, no se puede inadrniti r su pre­
lensión, pues la atribución de 
legilimación a unos sujetos represen­
talivos no va acorn paflada del saeri li­
cio de las posibilidades de defensa del 
individuo. Esto es, la doctrina consti­
lucional de la falla de correspondencia 
o adecuación de la acción individual 
para el control general o abstracto del 
convenio se formula con una impor­
tante salvedad, que es la disponibili ­
dad del proceso ordinario para la de­
fensa singular e individuali zada de los 
derechos e intereses del trabajador que 
se vean lesionados por la aplicación 
del convenio. Que la reparación de la 
lesión pueda llevar aparejada, en su 
caso, la valoración de la nulidad de 
alguna cláusula del convenio, como ha 
sucedido con el presen1e caso, no es 
obstáculo para que haya de reconocer­
se legitimo al trabajador inleresado 
para ejercitar su acción por vfas juris­
diccionales de defensa que, aunque no 
exprcsamenlescñaladas en la normati­
va procesal, si están implfcilas en la 
misma, en atención a las propias exi­
gencias del derecho a la tutela judicial 
efecth•a. 

Cuarto. En atención a lo expuesto 
y descendiendo ya a la resolución im­
pugnada, debe ded rsc, de entrada, que, 
al negarlegiti mación al trabajador para 
ejecumr su acción, anulando todas las 
actuaciones, dicho órgano judicial ha 
lesionado el an. 24. 1 CE. 

Si con arreglo a la doct ri na 
jurisprudencia! mencionada. es cons­
litucionalmcnte vál ido negar 
legitimación a un trabajador indivi­
dual para instaren proceso ordinario la 
nulidad tola! o parcial de un convenio 
colectivo, como hace 1am bién, por otro 
lado la Base Vigésimo Octava de la 
Ley 7/89, de 12 de Abril. de Bases de 
Procedimiento Laboral, podrfa consi­
derarse correcta la sentencia del TCf 
im pugnada, en cuanto niega 
legitimación para tal tipo de preten­
sión anulatoria "erga omnes".Podrfa. 
incluso, entenderse no merecedora de 81 
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reproche constitucional alguno tal re­
solución judicial ~i fuera correcta la 
premisa de que la única petición for­
mulada por el trabajador interesado en 
el proceso ordinario fue la de instar la 
nul idad del Convenio RENFE-ATCAR. 
No es asf. sin embargo. pues el deman­
dante pcdfa también según se ha dicho, 
la anulación de actos concretos de apli­
cación del convenio (lo~ ascensos de 
categoría de otros trabajadores, de­
mandados en el proceso) que perjudi­
caban sus derechos e intereses y para 
este tipo de pretensión nu c¡:,iste funda­
mento legal que pcrm ita negar 
legitimación. Al hacerlo asf el Ter 
vulncrJ el derecho fundamental a la 
tutela judicial efectiva. E.~ cieno que la 
STC 4/87, de 23 de enero, no reconoce 
la legit imación del actor para todu tipo 
de acción frente al Convenio Colecti­
vo, pero sf para acudir~tl proceso ordi­
nario y ejercitar la acción adecuada a 
sus facultades de disposición, que es lo 
que efectivamente hizo. 

A lo dicho conviene ar'1adi r alguna 
consideración adicional pa ra precisar 
más la n:tturalcza de la acción ejercita­
da. Esta descansa, en efecto, en perjui­
cios que sufre aquel a consecuencia del 
convenio colectivo. aun cuando no c~tá 
incluido -se insiste- en su ámbito de 
aplicación -como el propio TCT admi­
te-, es decir, se fu nda en "lcsividad" o 
" lesión grave de inlereseso derechos 
de lerceros", causa de invalidez del 
convenio colectivo a que se refiere le 
an. 90.4 (s ic) del ET que es distinta de 
la simple ilegalidad , aunque tanto para 
una como para otra se atribuye a la 
autoridad laboral la po~ibilidad de que 
se dirija de oficio a la jurisdicción 
compclcnte. En este supues to de 
lcsividad, precisamenle el propio TCT 
ha venitlo a reconocer legitimación a 
personas individuales para el ejercicio 
de la acción correspondiente, siendo la 
jurisdicción laboral la que habrá de 
detcnninar tanto el carácter (de efectos 
generales o sólo intlividuales), de es­
tas acciones como la propia di feren­
ciación entre ellas y las de nulidad por 
ilegalidad pedida por trabajadores in­
cluidos en el ámbito de aplicación del 

convenio. Es claro, sin embargo, que 
no es compatible con el an. 24. 1 CE. 
negar legitimación a terceros -que el 
Ter entiende son trabajadores no in­
cluidos en la unidad de negociación 
del convenio para ejercitar la acción 
que tiende a reparar los perjuicios oca­
sionados a sus derechos o intereses 
que sólo ellos ostentan o representan. 
En el presente caso, puede decirse que, 
ya se trate de una acción por ilegalidad 
del convenio, ya de una acción por 
lcsividad, o de una acción por ambas 
causas. pues, a veces, es difícil su 
di fercnciación, lo relevan le a efectos 
del an.24.1 CE no es el fundamento 
material de la acción, sino el ámbito 
subjetivo de afectación de la nonna y 
de la misma acción, pudiendo, por 
cualquier fundamen to material 
(ilegalidad yo lesividad), postularsc la 
inaplicación por nulidad de normas 
convencionales que afecten o perjudi­
quen los derechos o intereses de quien 
es su titular. 

De todo lo anterior se infiere, por 
tanto, que la sentencia del Ter, al 
negar legitimación al trabajador por 
entender que únicamente prctcndfa la 
nulidad del convenio colectivo, ha in­
currido en una inadmisión irrazona­
ble, irrazonada o basada en una inter­
pretación de las nonnas no confom1e 
con las exigencias del an. 24.1 CE ni 
en el sentido más favorable a lacfccti· 
vidad del derecho fundamental, 
generándose indefensión. 

Resta, por úl timo, una vez recono­
cida la existencia de lesión del men­
cionado precepto constitucional, de­
tenninar el alcance y contenido del 
fallo. El Ministerio Fiscal solicita la 
anulación tanto de la sentencia de ins­
tancia como la del TCT con-el fin de 
que se rctrotrdigan las actuaciones al 
momento de dictar sentencia por el 
Magistrado de Trabajo y que éste se 
pronuncie sobre el fondo de 1 as 
pretcnsioncs.La petición que carece 
desde luego de fundamento, pues fue 
la sentencia de la Magistratura de Tra­
bajo, sin duda, la que al entender que la 
única acción admisible era dirigida a 



pedir la anulación del Convenio Co· 
lectivo de integración del personal de 
ATCAR, deJCrminó la decisión del 
Tribunal Central de Trabajo. 

Por razones tamo de cconomra pro· 
cesal como de respeto a la jurisdicción 
ordinaria, no resulta conveniente, sin 
embargo, atender en su totalidad esa 
solicitud, pues si bien es cieno que la 
sentencia de instancia no contiene pro· 
nunciamiento alguno sobre la petición 
subsidiaria de clasificación profes io­
nal, no es menos cieno que anula los 
actos que el ac10r considera lesivos, 
aunque tal vez excediendo los lfmites 
propios de la acción ejercitada, que no 
exige la declaración de nulidad del 
Convenio, sino sólo sus inaplicación. 
Es al órgano de la jurisdicción laboral 
al que legalmente corresponda resol· 
ver la decisión del Tribunal Central de 
Trabajo que ahora naulamos al que 
incumbe también corregir las inco­
rrecciones en las que la sentencia de 
instancia haya podido incunrir en la 
aplicación de la legalidad ordinaria. 

2.· TRIUUNAL CENTRAL DE TRABAJO 

(SALA 11) SENTENCIA 18 DE Ü CTUBRE 

DE L.988.P: SR. PERAL BALLESIT:ROS. 

Fundamentos de Derecho 

Primero. Contra la sentencia de 
inslancia desCSiimatoria de las deman· 
das de los actores, interponen éstos el 
pre eme recurso de suplicación. con 
un primer motivo, invocado al amparo 
procesal del número 2 del aniculo 152 
de la Ley de Procedimiento Laboral, 
en el que se pretende la modificación 
del hecho 29 de la resolución impugna· 
da por el que en el motivo se ofrece, 
revisión fáctica ésta que ha de ser 
acogida al venir plenamenle eviden­
ciados los hechos integrantes de la 
suslitución propuesta por los docu· 
mentos que en apoyo se señalan, y por 
además de trascendente la revisión para 
la debida resolución de la westión 
comrovenida en la litis, de modo que, 
acorde con Jo dicho, el referido hecho 
probado 2• de la sentencia de instancia 

queda modificado y redactado de la 
siguiente fonna "29 Las 1areas que se 
realizan son la enscilanza teórico-prác· 
1icade sus respccli vasespecialidadcs a 
los niños acogidos durante el curso 
escolar y en periodo lectivo del mis· 
mo, con jornada de tarde, de lunes a 
viernes de 15 a 20:30 horas hasta el 30 
dcSeptiembrede 1.987 y,desdeel l de 
Octubre de 1.987, por imposición de la 
demandada en jornada de ma~ana y 
tarde de 1 1 a 13 horas y de 15 a 20:30 
horas··. Así mismo. y por idénlicas 
razones a las antes expresadas. debe 
también alcanzar éxito la adición al 59 

hecho probado del relato en el segundo 
motivo del recurso se pos1ula, bajo la 
misma invocación procesal que al an· 
1erior, por lo que al expresado hecho 
probado 59 de la sentencia recurrida se 
adiciona lo siguiente: Dicha jornada 
fue impuesta unil ateralmente por la 
demandada a pesar de que desde el 1 de 
Abril de 1.987 es1aban acogidos al 
Conven io Coleclivo del Personal la· 
boral de la Junta de Castilla-León y 
habfan disfru lado de la jornada de 15 a 
20,30 horas. sin modificación de otras 
condiciones laborales. 

Segundo. Los ac10rcs pretenden en 
sus demandas que se les respete y 
mantenga la jornada laboral más redu­
cida, asf como el di sfrute de sus perío­
dos vacacionalcs anuales, que realiza. 
ban con amcrioridad a la orden de la 
Dirección del Hospital por la que se 
modificaba aquélla y éstos, y confor· 
me se desprende del relato fác tico pro· 
bado por la sentencia recurrida, modi · 
ficado con la sustitución y adición que 
han sido acogidas en la presente reso· 
lución, resulta que actores, desde el 
inicio de su relación laboral, que se 
remonta en algunos a los ar1os 1 .969 y 
1971 . han venido efectuando en el 
Hospital en el que trabajan, depen­
diente en principio de la Administra· 
ción lnstiLUcional de la Sanidad Na· 
cional hasta que por Real Decreto de 3 
de Abril se 1.986 se transfirió su ges­
tión a la Juma de Castilla-León, una 
jornada laboral de lunes a viemes, en 
jornada de larde desde las 1 S a las 
20,30 horas, asf como disfrutando anual· 83 



BIBLIOGRAFIA CONSULTAD•\ 

Libros: 

- llorrajo Dacruz, E .. La nuc\a 
L.P.L. (Comentarios a las leyes 
laborales). Tomo XI II vol. 2. 
"Impugnación de convenios co1ec­
rivos".Madrid: Edorsa. 1990.Págs. 
llt7-1 169. 

- Iglesias Cabero, M., l..a nueva 
L.P.I... (Comenlar ios a las leyes 
laborai<J). T~mo XIII vol. 2 . "Pro­
cedimienrode oficio"y "El proceso 
de conflictos coleclivos". Madrid: 
Edersa. 1990. P:igs 1029-1065 y 
1067-1116. 

Montero A roca, 1.. El p roccso 
laborai.Barcclona: llosch, 1981. 
Pág. 615-621. 

- Oliva, A. y Fcrnándel M.J\., lk­
rccho procesal civil . Barcelona 
198R. Págs. 441 -45 l. 

Revistas y periódicos 

- A biol Montesinos. 1., "Tu cela de la 
libertad s indical". Actualidad la­
boral, n•6 (1989). Págs. 57-68. 

- Alcm.1n Pácz, F., "L1s vias de 
impugnación de los convenios co­
lectivos: problcm:iúca octual". Re· 
lacioncslabor.llcs, n• 11 y 12(1988). 
Págs. 9-34 y 28-42. 

- Cebd án 13adfa, F'" J. , "La 
impugnación del convenio colccti.­
vu y la rurcla judicial", Actualid ad 
luhornl, n• 26 (1987). Págs. 1409 -
1417. 

- García Blasco. J., "Tutela judicial 
y efecriva y docrrina del Tribunal 
Constirucional: El derecho al pro­
ceso laboral". Acruulidad labora l, 
n• 30 (1989). Pigs. 393-406. 
.: García Perrotc. ••Ley y autonomía 

colecuva". M . r.s.s. ( 19~7). 

-González Vclasc.o.J .. "Los conve­
nios colcclivos como normas sus­
ceptibles de impugnBción p:ua su­
jcro~ individuales". Actua lidad lü­
boral, (t988). 

- Moreno Cordoso, A., "El fu turo 
proceso 'social' (comeJ\Wrios o lo 

84 

mente de un periodo de vacaciones del 
1 de Jul io al 31 de Ago~to y el equiva­
lente al período vacacional escolar en 
Nav idad y Semana Santa fijado para 
los internos del Cent ro, y ello debido a 
las tareas de cnsci'lanza teórico-prácti­
ca de sus rcspcc1ivas e~pccialidades 

que como Jefes de Talleres im panfan a 
·los nic1os acogidos du ranlc el curso 
escolar en dicho centro, y todo ello 
mantenido inimcrrumpidamente a lo 
largo de muchos aflos sin variación 
al¡;una. incluso durante los períodos 
en que rigieron los Convenios Colecti­
vos para el personal de la AlNSA de 17 
de Octubre de 1.963 y 1 de julio de 
1.9!16, a ellos aplicables. en los que se 
cslablccían jornadas de tr.-1bajo supe­
riores a la que los actores realizaban, 
pese a lo cual no se les modificó en lo 
más mínimo sus condiciones de !raba­
jo ni en cuanto a jomada ni en cuanto 
a la~ vacaciones que ailo tras aíio vc­
nfan disfrutando y así hasta que por 
una orden del Di rector del Hospital de 
fecha 2 1 de Septiembre de 1.987 se les 
modi licó unilateralmenle y amplió su 
jornada laboral. 

Tercero. De lo expuesto se eviden­
cia la exislcncia de unas condiciones 
personales más beneficiosas que se 
han incorporado al nexo cont ractual de 
la relación laboral de los ac1orcs con 
un derecho adquirido de los mismos, y 
que por tanto, han de ser respetadas, 
pues tiene reiteradamente declarado 
este Tribunal en sentencias, e m re otras, 
de 10 de Octubre de 19X3, 25 de 
MAyo,! O de Julio y 16 de OCtubre de 
1984, y 15 de Enero. 3 1 de OCiubre y 
14 de Noviembre de 1.985, que la 
condición más beneficiosa tiene vi­
gencia y pervive mientras las partes no 
acuerden o1ra cosa o mientras no sea 
compensada o neutrali zada en virtud 
de una normaliva posterior más favo­
rable que modifique el"staiUs" laboral 
anterior en materia homogénea, cir­
cunstancias que en el prcsenle caso no 
han concurrido, pues sin desconocer la 
fuer.:a vinculante de los Convenios 
Colcclivos.los cuales se imponen como 
obligatorios incluso con preferencia a 
nonnas reglamentarias y sujetan a sus 

normas a empresas y trabajadores in­
cluidos dcmro de su campo de aplica­
ción, por imperativo del an. 82.3 del 
Eslatulo de los Trabajadores, ello no 
obsta para que los mismos no puedan 
lesionar o desconocer siiUaciones más 
ventajosas que hayan sido ganadas o 
reconocidas a título individual , que 
como más favorables para los trabaja­
dores, han de ser respetadas por las 
disposiciones generales de los conve­
nios, tal como establece el an. 3".I.c 
del EstatuiD de los Trabajadores, lo 
que en el presente caso no se ha cum­
plido, pues al imponer unilalcralmente 
el Organismo demandado a los a e lores 
la jornada laboral más amplia y el 
periodo vacacional anual más reduci­
do fijados por los ans. 17.1 y 18 del 
Convenio Coleclivo del personal labo­
ral de la Junta de Caslilla-León de 12 
de Noviembre de 1.986, se ha venido a 
vulnerar y desconocer las condiciones 
más beneficiosas que dichos actores 
Jenfan en tales extremos de su relación 
laboral comractualmeme pactada, las 
cuales no pueden ser alleradas sin el 
conscntimicmo de los mismos. y que 
al no haber ~ido respetadas delcrmina 
la nulidad de la orden que las comraría 
y la acogida de las pretensiones que los 
ac1orcs reclaman, a fin de reslablcccr 
el reconocimien10 de ellas. por lo que 
al no haberlo entendido asf la scmcn­
cia de instancia. en base a una doctrina 
discordante y contradictoria a la aquí 
expuesta, no hay duda que se han in­
fringido en la misma los arts. 34.1 y 
38.1 y 2 del mismo cuerpo legal, cita­
dos como vulnerados en el 1ercer mo­
livo del recurso formulado, lo que 
impone la estimación de dicho recur­
so, la revocación de la sentencia y la 
estimación de las demandas de los 
actores. 

3.- TRIBUNAL CENTRAL DE TRABAJO 

(S M-A Y). SEI\TENCIA 9 DE MAYO 

1989. P.: SR. IGLESIAS C\BERO 

Fundam~ntos de derecho: 

Pri mero. La au1oridad laboral, ha­
ciendo uso de la facullad que le conlic-



re el an. 90.5 del Estatuto de los Tra­
bajadores, y por el cauce previsto en el 
art. 136 de la Ley de Procedimiento 
Laboral, se dirigió al Juzgado de lo 
Social, solicitando que se declare la 
nulidad del convenio colectivo firma­
do por Francisco A. P .. titular de un 
negocio de panadería, y su único traba­
jador Javier G.R. El Juzgado de ins­
tancia dictó sentencia en la que. esti­
mando de oficio la excepción de 
inadecuación de procedimiento, de­
claró la nulidad de las actuaciones y su 
archivo, resolución contra la que se 
alza en recurso especial de suplicación 
de Asociación empresarial de Fabri­
cantes de pan de la provincia de Zara­
goza, denunciando violación por no 
aplicación del art. 136 de la Ley de 
Procedimiento LAboral y del an. 90.5 
del Estatuto de los Trabajadores. 

Segundo.Aciena el recurrente al 
acusar vulneración de los preceptos 
mencionados. puesto que el proceso se 
inició a instancia de la Dirección Pro­
vincial de Trabajo que, al entender que 
el convenio colecúvo de la empresa 
conculca la legalidad vigente, se diri­
gió de oficio a la jurisdicción del orden 

social para que adopte las medidas que 
procedan a objeto de subsanar las ano­
mal fas acusada~; tal comunicación de 
la autoridad laboral inicia el procedi­
miento regul ado en el art. 136 de la 
L.P.L, que debe terminar con la sen­
tencia en 1 a que se apreciará o no la 
concurrencia de causa de nulidad del 
convenio, pero no puede negarse que 
sea ese el cauce procesal adecuado 
para ventilar tales cuestiones. pues lo 
instrumenta la Ley Rituari a precisa­
mente con esa finalidad. La sentencia 
com batida incurre en el contrasentido 
de admitir que el convenio colectivo 
impugnado es nulo en cuanto conve­
nio colectivo de eficacia general o 
estatutario, por haber sido negociado 
por el único trabajador de la empresa y 
el empleado, pard negar seguidamente 
que el trámite procesal seguido sea el 
apropiado a la acción ejercitada, enca­
minada a solicitar justamcme la nulidad 
del pacto. y por eso se estima el rccu rso 
de anular la sentencia y devolver las 
actuaciones al Juzgado de procedencia, 
a fin de que diere nueva sentencia en­
trando a resolver las cuestiones oportu­
namente planteadas en el pleito, con 
absoluta libertad de criterio. 

Ley7/t989. de 12 abril de Bases de 
Procedimiemo Laboral)''. Actuali­
dad la boral. n• 34 (1989). Págs. 
447-459. 

-Moreno Calcna. V .. • Sobre el con­
tenido del derecho fundamental ola 
tutela e fectiva". l'odcr judicial. n• 
10 (t984). 1'ágs. 41 -46. 

- M.T.S.S. D.G. de Informática y 
Estad istica.S.G.deEstad!stica.l990. 
PAgs. 23-33 y 26 t -284. 

- Savater. F. "Elogio del separatis­
mo". El Pais. n07 de Diciembre de 
t986. 

- Sánehez Pego, !'.J .. "La ac tuación 
de la supremacia de la ley ante el 
cnnvenin colecaivo (Especial refc· 
rencia R las horas extraordinaria.<)"'. 
Actualidad laboral (1987). 

Otra.s nolM 

- Alemán Páct. F .. "Matizaciones 
sobre e l derecho a la tutela judicial 
efectivn en lnjurisprudcneiaconsti­
tucional". Comunicac ión a las VJJI 
Jornadas Univcrsil:lrias Andalu7..3.S 
de Derecho del Trabaj o y Relacio­
nes Laborales. 

- Durán López. F .. "Lecciones de 
Derecho dcll'rabajo". (1990). 
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